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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 10 de octubre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Concede el amparo
Radicación Nro. :

 66001-22-13-000-2017-00991-00
Accionante: 
 LIBORIO CRUZ

Accionado:
DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD MILITAR 
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
DERECHO A LA SALUD / PRESTACIÓN DE SERVICIOS MÉDICOS / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. [S]e deprecó la prestación de un tratamiento integral respecto de la afección que lo aqueja, esto es, tumor maligno de las vías biliares, parte no especificada, distinta es la situación, pues, como lo deja ver la foliatura, el suministro de los insumos solicitados, en aras de lograr el ciclo de tratamiento ordenado por el galeno tratante, tuvo origen en la promoción de esta demanda, lo que deja en riesgo la integridad del paciente ante la grave afección por la que atraviesa. Por contera, resulta viable acceder a tal pedimento, bajo el entendido de que la parte vinculada, como se precisará líneas adelante, cubra de manera concreta los servicios médicos, quirúrgicos y hospitalarios, así como los medicamentos que se le prescriban al accionante, por la afección que soporta, debidamente determinada en la demanda. No puede despojarse de una obligación en este sentido, por el solo hecho de haber materializado la entrega de medicamentos reclamados porque como se ve, la misma fue producto del inicio de esta especial acción, sin que se tuviera presente el delicado estado de salud del usuario.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, octubre diez de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13-000-2017-00991-00
Acta N° 524 de octubre 10 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela promovida por Liborio Cruz contra la Dirección General de Sanidad Militar, a la que fueron vinculados el Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” No. 3029 y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional.
ANTECEDENTES

Liborio Cruz, quien actúa en su propio nombre, acudió a esta vía en aras de la protección de los derechos constitucionales fundamentales a la salud, la vida en condiciones dignas y la integridad personal, de los que es titular y que estima conculcados por la parte accionada.
Relató que es afiliado a la EPS Sanidad Militar; cuenta 75 años de edad; es pensionado; lo poco que consigue, lo utiliza en suplir sus necesidades básicas; presenta un diagnóstico de tumor maligno de las vías biliares, parte no específica y le fueron ordenados medicamentos como “POLVO LIOFILIZADO, GEMCITABINA X 1 GRAMO; CISPLATINO MILIGRAMOS, ONDASETRON X 8 MILIGRAMOS, DEXAMETASONA X 8 MILIGRAMOS; SSN 0.9 X 100 ML CLORURO DE SODIO, APREPITANT” que no le suministraron por la inexistencia de convenio para disponer su entrega.
Solicitó, en consecuencia, el amparo de los derechos reclamados y que se ordene a la parte demandada la entrega de los citados insumos y la prestación de un tratamiento integral relacionado con su diagnóstico.

Con la demanda, entre otros documentos, aportó copia de las respectivas órdenes médicas.

A la solicitud se le dio el trámite con la vinculación del Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” No. 3029 y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional; y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. 
 Así lo hizo en un primer escrito el Director encargado del Dispensario Médico 3029, quien indicó que los medicamentos “POLVO LIOFILIZADO, GEMCITABINA X 1 GRAMO; CISPLATINO MILIGRAMOS, ONDASETRON X 89 MILIGRAMOS, DEXAMETASONA X 8 MILIGRAMOS; SSN 0.9 X 100 ML CLORURO DE SODIO,” hacen parte del procedimiento intrahospitalario correspondiente a la quimioterapia intravenosa que le será aplicada al paciente en Oncólogos de Occidente; que el restante, denominado “APREPITANT”, está integrado a la terapia oral, ya fue autorizado y se espera que llegue en 2 días, toda vez que hubo que conseguirlo en otra localidad. Luego, arrimó otro memorial, en el que da cuenta de la autorización y efectiva entrega de este medicamento faltante (f. 50 y 51).
Por su parte, la subdirectora técnica y de gestión de la Dirección General de Sanidad Militar, solicitó requerir al accionante para que se acercara  al Batallón de Artillería No. 8 con el fin de trascribir la fórmula médica y así poder acceder a los medicamentos.

Finalmente, el Director de Sanidad del Ejército expresó que no tiene responsabilidad en este asunto. 
Reposa constancia a folio 47 vuelto, acerca de que al demandante se le suministró efectivamente lo pedido.

CONSIDERACIONES

  



El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por acción u omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

En el caso presente, Liborio Cruz, invocó el amparo de los derechos fundamentales arriba señalados, que considera conculcados por la Dirección General de Sanidad Militar, ante la falta de autorización de los medicamentos e insumos ya referidos.
  



Se tiene que el derecho a la vida en codiciones dignas y a la salud son fundamentales; este último, según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
, y  lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015; tanto más si se trata de sujetos de especial protección, como aquellos de muy avanzada edad, o que presenten graves afecciones de salud, o una manifiesta debilidad económica, situaciones que concurren en el actor, como quiera que es una persona de la tercera edad, presenta un tumor maligno (f. 27), y manifestó que carece de recursos económicos para asumir de su propio peculio lo requerido, hecho que no fue refutado por la demandada. Así que la protección, en principio, era viable, en lo que atañe a la entrega de los medicamentos. 

  



Mas, en este aspecto, la cuestión ha pasado a un  plano distinto, que es el de la carencia actual de objeto, porque se cristalizó el interés buscado con esta gestión excepcional y, entonces, así se declarará, ya que el mismo interesado informó sobre ese suceso (f. 47 v).
  



Sin embargo, como también se deprecó la prestación de un tratamiento integral respecto de la afección que lo aqueja, esto es, tumor maligno de las vías biliares, parte no especificada, distinta es la situación, pues, como lo deja ver la foliatura, el suministro de los insumos solicitados, en aras de lograr el ciclo de tratamiento ordenado por el galeno tratante, tuvo origen en la promoción de esta demanda, lo que deja en riesgo la integridad del paciente ante la grave afección por la que atraviesa.
Por contera, resulta viable acceder a tal pedimento, bajo el entendido de que la parte vinculada, como se precisará líneas adelante, cubra de manera concreta los servicios médicos, quirúrgicos y hospitalarios, así como los medicamentos que se le prescriban al accionante, por la afección que soporta, debidamente determinada en la demanda. No puede despojarse de una obligación en este sentido, por el solo hecho de haber materializado la entrega de medicamentos reclamados porque como se ve, la misma fue producto del inicio de esta especial acción, sin que se tuviera presente el delicado estado de salud del usuario.
 



Y es que la misma Ley 1751, viene estructurada sobre el concepto de integralidad, que incluye promoción, prevención, paliación, atención de enfermedades y rehabilitación de sus secuelas (art. 15), e incluso ya no contempla, salvo algunas exclusiones ajenas al caso de ahora, distinciones en la atención debida a los usuarios dentro de algún plan obligatorio de salud. 
Sobre ese principio, del que la jurisprudencia habla de tiempo atrás
, y la necesidad de disponer el tratamiento integral, recientemente se recordó
: 

Principio de integralidad predicable del derecho a la salud. Casos en los que procede la orden de tratamiento integral

6.1. Con relación al principio de integralidad en materia de salud, esta Corporación ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas afectadas por diversas dolencias o enfermedades
.

Así las cosas, esta segunda perspectiva del principio de integralidad constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud pues les obliga a prestarlo de manera eficiente, lo cual incluye la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, terapias, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera y que sean considerados como necesarios por su médico tratante.

Luego, es posible solicitar por medio de la acción de tutela el tratamiento integral, debido a que con ello se pretende garantizar la atención en conjunto de las prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido previamente determinadas por su médico tratante. Cuando la atención integral es solicitada mediante una acción de tutela el juez constitucional debe tener en cuenta que esta procede en la medida en que concurran los siguientes supuestos:

(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable.

6.2. Con todo, se torna preciso aclarar que este Tribunal ha identificado una serie de casos en los que se hace necesario otorgar una atención integral al paciente, independientemente de que el conjunto de prestaciones pretendidas se encuentren dentro de la cobertura del PBS-, cuales son aquellos en los que están involucrados sujetos de especial protección constitucional, vale decir, los que guardan relación con, entre otros, menores de edad, adultos mayores, desplazados, personas con discapacidad física, o que padezcan de enfermedades catastróficas. 

Finalmente, debe destacarse que la protección deprecada ha ampliado su cobertura, en tanto que en la actualidad también se ha reconocido la existencia de otros casos excepcionales en los cuales cuando las personas exhiben condiciones de salud extremamente precarias e indignas, le es permitido al juez de tutela otorgar el reconocimiento de las prestaciones requeridas para garantizar su atención integral, con el fin de superar las situaciones límites que los agobian
.

En efecto, en el artículo 10º de la Ley 1751 de 2015, Estatutaria de Salud, se definen los derechos y deberes de las personas, relacionados con la prestación del servicio de salud. Específicamente, su literal q establece que las personas tienen el derecho  a “agotar las posibilidades de tratamiento para la superación de su enfermedad”. Al respecto, en el control previo de constitucionalidad al proyecto de ley estatutaria
, esta Corporación reiteró que la efectividad del servicio, tecnología, suministro etc., depende del paciente y su entorno; encontrando exequible, la inclusión del principio de integralidad (artículo 8º) en la referida ley estatutaria, al resultar importante para la realización efectiva del derecho al servicio a la salud, consagrado en los artículos 2 y 49 de la Carta.

 

Dentro de este contexto, se declarará superado el hecho en relación con la entrega de los medicamentos  “POLVO LIOFILIZADO, GEMCITABINA X 1 GRAMO; CISPLATINO MILIGRAMOS, ONDASETRON X 8 MILIGRAMOS, DEXAMETASONA X 8 MILIGRAMOS; SSN 0.9 X 100 ML CLORURO DE SODIO, APREPITANT”; y se concederá el amparo en relación con el tratamiento integral que concierne al tumor maligno de las vías biliares.
En tal orden de ideas, se ordenará al Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” No. 3029 y la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional que en el ámbito de sus competencias, acogiendo sobre lo que el particular precisó recientemente la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia
, que por intermedio de la Directora del Dispensario Médico 3029, Mayor Teresa Liliana Leyva Quintero, y del Director de Sanidad del Ejército Nacional, Brigadier General Germán López Guerrero, o quienes hagan sus veces, procedan, a suministrar el tratamiento integral que requiera el demandante frente a la afección denunciada en la demanda.
Se absolverá a la Dirección General de Sanidad Militar, por cuanto la obligación primaria en la prestación del servicio anunciado recae en las conminadas al cumplimiento.





DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONCEDE el amparo impetrado por Liborio Cruz, en esta acción de tutela frente a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y el Dispensario Médico del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” Nop. 3029.

Como consecuencia de ello, se ordena a la Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”, Mayor Teresa Liliana Leyva Quintero, y al Director de Sanidad del Ejército Nacional, Brigadier General Germán López Guerrero, o quienes hagan sus veces, brinden el tratamiento integral que requiera el demandante en relación con el tumor maligno de las vías biliares, parte no especificada que padece.
De las gestiones realizadas darán cuenta a esta Sala.
 



Se declara superado el hecho, en relación con la entrega de medicamentos deprecada.





Se absuelve a la Dirección General de Sanidad Militar.

  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
          DUBERNEY GRISALES HERRERA
�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-053/09


� Sentencia T-178 de 2017


� Al respecto, Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto).


� Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto).


� Ver por ejemplo, las Sentencias T-016 de 2007 (MP Humberto Antonio Sierra Porto) y T-574 de 2010 (MP Juan Carlos Henao Pérez).


� Sentencia C-313 de 2014.


� CSJ. SCC, expediente 66001-22-13-000-2017-00642-01, STC 12365-2017; sentencia de tutela del 17 de agosto de 2017; MP Wilson Quiroz Monsalvo.
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